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CONTESTACION DEMANDA BLANCA NELLY DIAZ MERA 19001230000520190029800

Aristizabal Urrea Johanna Marcela <t_jaristizabal@fiduprevisora.com.co>
Vie 10/07/2020 11:17 AM
Para:  Despacho 05 Tribunal Administrativo - Cauca - Popayan <des05tadmcau@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenos días,
 
Envió contestación demanda del proceso en referencia.
 
 
  Cordialmente,
 
Johanna Marcela Aristizabal Urrea
Abogada 4 Zona 6
Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG
Vicepresidencia Jurídica
Bogotá, Colombia

P Por favor considere su responsabilidad ambiental antes de imprimir este correo electrónico

La información contenida en este correo y sus Anexos es confidencial y solo puede ser utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor

autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de

FIDUPREVISORA S.A. y/o borrar el correo inmediatamente. Esta información es propiedad de FIDUPREVISORA S.A. toda distribución o copia de este documento sin la autorización

expresa de FIDUPREVISORA S.A. es prohibida y sancionada por la ley."

 

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley. Si
por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en
la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero –
Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo
electrónico: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en
jornada continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor
en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad.
Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre
la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no
se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del
reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4.
Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma
puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde
cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información
contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.
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La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser
utilizada por la persona o empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado,
cualquier retención, difusión, distribución o copia de este correo es prohibida y sancionada por la ley.
Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora S.A. y/o elimine el
mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de
información personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o
tratamiento de datos personales que realice Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas
en la política de protección de datos personales publicada en www.fiduprevisora.com.co, en la cual se
detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información para realizar
consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de
Fiduprevisora S.A. Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en
los siguientes canales de atención: Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al
correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co. “Defensoría del Consumidor Financiero
– Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity de la
ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada
continua”. Las funciones del Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las
entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la
institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del
Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público
de la entidad. Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule
recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre
la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no
se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del
reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4.
Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma
puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde
cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. Fiduprevisora S.A. remite la información
contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

*20201181384881* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201181384881 
Fecha: 03-05-2020 

Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA 
MAG. JAIRO RESTREPO CACERES 
CRA 4 No. 2 - 18 Popayán - Cauca 
E. S. D. 
 
ACCION: NULIDAD Y RESTABLECIMINETO DEL DERECHO 
DEMANDANTE: BLANCA NELLY DIAZ MERA 
DEMANDADO: NACION – MINISTERIO DE EDUCACION – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SO-
CIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG 
RADICADO: 19001230000520190029800 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 
 
JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA, identificada con cedula de ciudadanía número 
1.075.262.068 de Neiva, y portadora de la Tarjeta profesional 299.261 del Consejo Superior de la 
Judicatura, actuando en nombre y representación de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION - 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada sustituta del Dr. 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, mediante el pre-
sente documento me permito dar contestación a la demanda del presente asunto en los siguientes 
términos: 
 
LA NATURALEZA JURÍDICA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DE LA FI-
NALIDAD DEL CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL:  
 
Mediante el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, se creó el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 
contable y estadística, sin personería jurídica, con la finalidad de atender las prestaciones sociales 
de los docentes nacionales y nacionalizados, efectuando el pago de dichas prestaciones, que 
correspondan al personal afiliado y garantizando la prestación de los servicios médico-asistenciales, 
entre otros aspectos. 
 
Los recursos de esta cuenta especial por mandato legal son administrados en fiducia, entre otras 
por Sociedades Fiduciarias de naturaleza pública,  en los siguientes términos:  

“(…) Artículo 3. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad 
fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del 
capital. Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de 
fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido 
cumplimiento de la presente Ley y fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, 
deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

determinada con base en los costos administrativos que se generen. La celebración del 
contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional.  
  
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la prestación 
descentralizada de los servicios en cada entidad territorial sin afectar el principio de 
unidad.”  

  
Artículo 4. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las 
prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren 
vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia 
del Artículo 2o, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los docentes 
nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación 
de la presente Ley, quienes quedan eximidos del requisito económico de afiliación. Los 
requisitos formales que se exijan a éstos, para mejor administración del Fondo, no 
podrán imponer renuncias a riesgos ya asumidos por las entidades antecesoras, las 
cuales reconocerán su respectivo valor en los convenios interadministrativos. El 
personal que se vincule en adelante, deberá cumplir todos los requisitos de afiliación de 
naturaleza formal o normativa y económica.1   

 
En cuanto a la naturaleza jurídica del Fondo, cabe reiterar que la Corte Constitucional ha 
considerado que, (i) se trata de una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, 
sin personería jurídica y cuyos recursos son administrados por una Sociedad de Economía Mixta, de 
carácter indirecto del orden nacional, (Fiduciaria La Previsora S.A.), vinculada al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, con personería jurídica y autonomía administrativa. 
 
Por lo anterior, la misma normativa que crea el fondo, establece el mecanismos por el cual este 
actuará, quien será su administrador, su cara visible y vocero y es por ello que la norma preestablece 
que el Gobierno Nacional firmará contrato de FIDUCIA MERCANTIL con una entidad fiduciaria estatal 
o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. En cumplimiento de la 
misma, el Ministerio de Educación Nacional y la Compañía Fiduprevisora S.A., suscribieron: 
“CONTRATO DE FIDUCIA MERCANTIL”, el cual fue protocolizado mediante escritura pública N° 83 
del veintiuno (21) de junio de 1990, en la notaria Cuarenta y Cuatro (44), del círculo notarial de 
Bogotá D.C., en el cual La Nación, Ministerio de Educación, fungen como Fideicomitente y la 
compañía Fiduprevisora como la Fiduciaria; contrato cuyo objeto es: “Constituir una fiducia 
mercantil sobre los Recursos que integran el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en adelante –EL FONDO-, con el fin de que LA FIDUPREVISORA S.A., los administre, 
invierta y destine al cumplimiento de los objetivos previstos para EL FONDO, conforme a las 
instrucciones que le sean impartidas por el Consejo Directivo del mismo.  
 

                                                           
1 Ley 91 de diciembre 29 de 1989: Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio; (negrillas fuera de texto). 
 
 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

El fundamento de la intervención procesal por parte de la FIDUCIARIA, se encuentra en el 
cumplimiento de sus obligaciones de carácter legal dado los elementos “naturales” del contrato, es 
así como el código de comercio en su artículo 1234 Numeral cuarto reza: 
 

“ARTICULO 1234. <OTROS DEBERES INDELEGABLES DEL FIDUCIARIO>. Son deberes 
indelegables del fiduciario, además de los previstos en el acto constitutivo, los 
siguientes: 
 
1) Realizar diligentemente todos los actos necesarios para la consecución de la finalidad 
de la fiducia; 
 
2) Mantener los bienes objeto de la fiducia separado de los suyos y de los que 
correspondan a otros negocios fiduciarios; 
 
3) Invertir los bienes provenientes del negocio fiduciario en la forma y con los requisitos 
previstos en el acto constitutivo, salvo que se le haya permitido obrar del modo que más 
conveniente le parezca; 
 
4) llevar la personería para la protección y defensa de los bienes fideicomitidos contra 
actos de terceros, del beneficiario y aún del mismo constituyente; 
 
5) Pedir instrucciones al Superintendente Bancario cuando tenga fundadas dudas 
acerca de la naturaleza y alcance de sus obligaciones o deba apartarse de las 
autorizaciones contenidas en el acto constitutivo, cuando así lo exijan las 
circunstancias. En estos casos el Superintendente citará previamente al fiduciante y al 
beneficiario; 
 
6) Procurar el mayor rendimiento de los bienes objeto del negocio fiduciario, para lo 
cual todo acto de disposición que realice será siempre oneroso y con fines lucrativos, 
salvo determinación contraria del acto constitutivo; 
 
7) Transferir los bienes a la persona a quien corresponda conforme al acto constitutivo 
o a la ley, una vez concluido el negocio fiduciario, y 
 
8) Rendir cuentas comprobadas de su gestión al beneficiario cada seis meses.”2 

 
  
Ahora bien, una vez descrita la naturaleza, finalidad y papel de: NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN, FIDUPREVISORA y FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES  SOCIALES DEL MAGISTERIO 
“FOMAG”, es preciso referirnos a la demanda de la referencia para dar contestación bajo los 
siguientes parámetros: 

  
A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

                                                           
2 Código de Comercio Colombiano; Artículo: 1234. Negrillas fuera de texto 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones, teniendo en cuenta que tanto las declarativas 

como las de restablecimiento del derecho no están llamadas a prosperar en contra de mi 

representada, por las razones que se expondrán más adelante. 

 

 

DECLARATIVAS Y CONDENATORIAS 

A LA PRIMERA: Me opongo, a esta pretensión, en razón que el acto administrativo que se pretende 
anular, se ajusta a derecho en razón que fue emitida de conformidad con la legislación aplicable al 
caso concreto,  en consecuencia, no está inmerso en causal de nulidad alguna. 

A LA SEGUNDA: Me opongo, a esta pretensión, en razón que a la demandante no le asiste el derecho 
a la liquidación y ajuste de la cesantía parcial de manera retroactiva. 

A LA TERCERA: Me opongo, a esta pretensión, en razón que a la demandante no le asiste el derecho 
al reconocimiento y pago de la cesantía parcial de manera retroactiva. 

A LA CUARTA: Me opongo a la pretensión de ordenar a la NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al pago de las diferencias de 
valores, toda vez que esta es una pretensión subsidiaria y debe correr con la suerte de la pretensión 
principal, con lo cual no esta llamada prosperar. 

A LA QUINTA: Mi representada se atiene a lo ordenado por el Despacho. 

A LA SEXTA: Me opongo a la pretensión de ordenar a la NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al ajuste de valor solicitado, 

toda vez que esta es una pretensión subsidiaria y debe correr con la suerte de la pretensión 

principal, con lo cual no esta llamada prosperar. 

 

A LA SEPTIMA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO al pago de intereses en cuanto se den los supuestos 

previstos en el Articulo 192 del CPACA, en razón a que no se ha incurrido en situación jurídica que 

conlleve a que mi representada deba ceñirse al termino indicado en dicha norma. 

 

A LA OCTAVA: Me opongo a la pretensión de ordenar a la NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al pago de costas por las 

razones que serán expuestas en el cuerpo del presente escrito. 

 

 

A LOS HECHOS 

 

AL HECHO 1: No me consta.  Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar dentro del 

proceso, y a su vez a lo ordenado por el Despacho. 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

 
AL HECHO 2: No me consta.  Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar dentro del 

proceso, y a su vez a lo ordenado por el Despacho. 

 
AL HECHO 3: No me consta.  Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar dentro del 

proceso, y a su vez a lo ordenado por el Despacho. 

 
AL HECHO 4: No me consta.  Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar dentro del 
proceso, y a su vez a lo ordenado por el Despacho. 
 
 AL HECHO 5: No me consta.  Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar dentro del 
proceso, y a su vez a lo ordenado por el Despacho. 
 
AL HECHO 6: No me consta.  Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar dentro del 
proceso, y a su vez a lo ordenado por el Despacho. 
 
AL HECHO 7: No me consta.  Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar dentro del 
proceso, y a su vez a lo ordenado por el Despacho. 
 
 

FUNDAMENTO DE DEFENSA 
 
Como fundamento de esta defensa se tienen el siguiente recuento normativo y jurisprudencia que 
se pasa a exponer:  
 

SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 
 
La Ley 100 de 1993, exceptuó del Sistema Integral de Seguridad Social contenido en ella, a los 
docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal como lo expresa 
en su artículo 279:  
 

ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la 
presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni 
al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a 
partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las 
Corporaciones Públicas. 
Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con 
pensiones o cualquier clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la expedición 
y pago de bonos pensionales en favor de educadores que se retiren del servicio, de 
conformidad con la reglamentación que para el efecto se expida. 

 
Por ello, las prestaciones sociales del magisterio se gobiernan por las disposiciones de la Ley 91 de 
1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”. 
 
Al respecto, la Ley 91 de 1989 además de crear el Fondo Nacional De Prestaciones Sociales Del 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Magisterio estableció el régimen de prestaciones para los docentes, en tal sentido en su artículo 15 
regulo todo lo relacionado con pensiones, cesantías y vacaciones; para el caso que nos ocupa el 
numeral  3ro del mencionado artículo señalo dos regímenes de cesantías, dependiendo de la fecha 
de vinculación del docente en el literal A. el régimen de CESANTIAS, para los docentes 
“nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989” y en el literal B. señaló:. 
 

“…A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de 
salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el 
último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 
contrario sobre el salario promedio del último año. 
 
B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1. de enero de 1990 y para los docentes 
nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las 
cesantías generadas a partir del 1o. de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas 
cesantías existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin 
retroactividad, equivalente a la suma que resulte de aplicar la tasa de interés, que de 
acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial 
promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período. Las cesantías del 
personal nacional docente, acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las 
normas generales vigentes para los empleados públicos del orden nacional…” 

 
El Consejo de Estado, en sentencia del 22 de febrero de 2018 aclaró, que el régimen de liquidación 
anual de cesantías le es aplicable a docentes que ingresen con posterioridad  del 1 de enero de 1990, 
SIN DISTINCIÓN DE SU CALIDAD DE SER DOCENTES NACIONALES, NACIONALIZADOS O 
TERRITORIALES  
 

“De lo anterior se colige que: i). los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de 
diciembre de 1989 mantendrían el régimen prestacional previsto en la normativa vigente de 
la entidad territorial, es decir, el sistema de retroactividad y ii) a  los docentes nacionales y 
a los vinculados a partir del 1.º de enero de 1990 «lo que según la definición contenida en 
los artículos 1.º y 2.º, corresponde a los nacionales o territoriales que por cualquier causa 
se lleguen a vincular en tal calidad, sin hacer distinción entre nacionales y territoriales», 
se les aplicarán las disposiciones vigentes para los empleados públicos del orden nacional, 
es decir,  un sistema anualizado de cesantías, sin retroactividad y sujeto al reconocimiento 
de intereses. 

 
Posteriormente, el artículo 6º de la Ley 60 de 1993, señaló que el régimen prestacional aplicable a 
los docentes nacionales o nacionalizados que se incorporen a las plantas departamentales o 
distritales sin solución de continuidad y los de las nuevas vinculaciones, será el reconocido por la 
Ley 91 de 1989, es decir, para estos docentes estableció el régimen consagrado en dicha la Ley 91 
de 1989.  
 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

En consecuencia y teniendo en cuenta que a la docente BLANCA NELLY DIAZ MERA, ha prestado 
sus servicios a partir del 01 de noviembre de 1993, tal como lo certificó la Secretaría de Educación 
del Departamento de Nariño y como se expuso en la Resolución 0329 del 19 de marzo de 2019, 
que reconoció y ordenó el pago de una cesantía parcial, en razón a la fecha de su vinculación le es 
aplicable el artículo 15 literal B, de la ley 91 de 1989.   
 
Igualmente se pone de presente que, a nivel operativo, mi representada depende ineludiblemente 

de la secretaria de educación respectiva, como se pasa a explicar: 

Mediante el decreto 2831 de 2005, por el cual se reglamentan el inciso 2° del artículo 3° y el numeral 

6 del artículo 7° de la Ley 91 de 1989, y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, se reguló el 

procedimiento exclusivo para el trámite de las solicitudes, sus etapas, términos y demás 

formalidades para el reconocimiento de las prestaciones sociales de los afiliados al FOMAG, 

determinando que la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo será a través de las Secretarias de las Entidades Territoriales certificadas o la 

dependencia que haga sus veces. 

Ahora bien, el Decreto 1272 de 2018, modificó entre otras cosas el procedimiento para el 

reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 

términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del Magisterio, la 

atención a de las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal 

para que el pago exista. Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone 

lo siguiente:  

“ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, dentro de los 5 
días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de reconocimiento 
de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de  
Prestaciones Sociales del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo 
que resuelva el requerimiento. 
 
Dentro del mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial deberá subir y 
remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto administrativo 
debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea revisado por la 
fiduciaria. 
 

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la entidad 

territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma dispuesta para 

tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018: 

 

ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, dentro de los 5 
días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del documento que 
contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto administrativo, deberá 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud de reconocimiento de 
cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de acto 
administrativo.  
La sociedad fiduciaria contará con 2 días hábiles para resolver las observaciones propuestas 
por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción del 
documento que contiene las objeciones del proyecto.  
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado desde 
la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo definitivo.  
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en la 
plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARÁGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser entendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la Ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este artículo 
deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación completa por 
parte del peticionario”. 

En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 

es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 

acuerdo con el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, que dispone:  

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, 
el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 
correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de 
reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación 
de la entidad territorial”. 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante la 

última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del afiliado. 

Las secretarías de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 

certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 

administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 

administrativos con la constancia de ejecutoria. 

Por otra parte, el artículo 1 de la ley 91 de 1989, numeral 3, precisó que los docentes territoriales –

como es el caso del demandante- son aquellos «vinculados por nombramiento de entidad territorial, 

a partir del 1 de enero de 1976, sin el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 10 de la 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

Ley 43 de 1975» y en el artículo 2 ibidem estableció lo relativo al reconocimiento de sus 

prestaciones, en los siguientes términos: 

Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las entidades 
territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con el personal 
docente, de la siguiente manera: 
(…) 
 
5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se causen a partir del 
momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo de la Nación y serán pagadas 
por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; pero las entidades 
territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el Fondo Nacional de Ahorro o las entidades 
que hicieren sus veces, pagarán al Fondo las sumas que resulten adeudar hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley a dicho personal, por concepto de las prestaciones sociales 
no causadas o no exigibles. 

Ahora, respecto de la ley 344 de 1996 Por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización 

del gasto público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras disposiciones, en 

el artículo 13 estableció la liquidación anual del auxilio de cesantías a todas las personas que se 

vinculen a los órganos y entidades del Estado, a partir de su entrada en rigor, esto es, el 31 de 

diciembre de 1996.  

Artículo 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, 
a partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Órganos y 
Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías:  
 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la 

anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en 
fecha diferente por la terminación de la relación laboral; 
 

b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes 
al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) 
del presente artículo. (Subrayas fuera del texto original) 

El referido artículo fue reglamentado por el artículo 1º del Decreto 1582 de 1998, en el que de 

manera expresa extendió la aplicación de los artículos 99, 102 y 104 de la Ley 50 de 1990 a los 

servidores públicos del nivel territorial vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se 

afiliaran a los fondos privados de cesantías creados por esta última ley. Sistema en el cual la 

consignación del valor correspondiente a cesantías debe ser antes del 15 de febrero de cada año en 

el fondo privado seleccionado por el empleado y la sanción por mora a razón de un día de salario 

por cada día de retardo a cargo del empleador. 

 

Ahora bien, se concluye que los Docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1º de enero 

de 1990, sin hacer distinción entre nacionales o nacionalizados, se les aplicará las disposiciones 

vigentes para los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, esto es, la Ley 344 de 1996, sin perjuicio de lo previsto 

en la Ley 91 de 1989. Así, en virtud de lo dispuesto por las Leyes 344 de 1996 y 91 de 1989, aquellos 

docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1990, sin lugar a distinción entre docentes nacionales 

y nacionalizados, se regularán por las normas de los empleados públicos del orden nacional.3 

 

Ahora bien, en caso de pretender la sanción mora de la ley 344 de 1995, el Honorable Consejo de 

Estado ha precisado que a los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1990 no se les aplica 

la sanción moratoria de que trata la Ley 344 de 1996, pues i) no son considerados servidores 

territoriales, sino nacionales, y, ii) no están afiliados a un fondo privado administrador de cesantías, 

sino a uno público, como es el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, de modo que no se 

cumplen los supuestos del artículo 1 del Decreto 1582 de 1998, para el reconocimiento de la aludida 

sanción.4 

 

Con fundamento en lo anterior, resulta improcedente la sanción mora, en cuanto no es beneficiario 

de sus previsiones, pues, se insiste, el régimen que cobija al demandante para la liquidación anual 

de cesantías es el previsto en el artículo 15 literal B de la Ley 91 de 1989 debido a la fecha de su 

vinculación con el servicio de la educación, la cual determina que se regula en materia prestacional 

por las normas de empleados públicos de orden nacional. 

Por estas razones, deben denegarse las pretensiones de la demanda para en su lugar declarar 
probadas los medios exceptivos que se pasan a exponer.   

 
EXCEPCIONES PREVIAS 

 
Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 
 

VINCULACION DE LA SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE NARIÑO COMO LITIS 
CONSORTE NECESARIO 

En relación con la figura del litisconsorcio necesario señala el artículo 61 del Código General del 
Proceso:  
 

"ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. 
Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 
naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible 
decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones 
o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse 
contra todas; si no se hiciere así, el juez en el auto que admite la demanda ordenará dar 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B; Sentencia del 24 de enero de 2019; Expediente No: 
08001-23-33-000-2014-00242-01(0265-17); CP: Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez.  
4 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A; Sentencia del 25 de octubre de 2018; Expediente No: 
08001-23-33-000-2013-00783-01(0577-16): CP: Dr. Rafael Francisco Suárez Vargas 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

traslado de ésta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término 
de comparecencia dispuestos para el demandado" 

De la norma antes trascrita se deriva que la finalidad de esa figura jurídica, y los presupuestos 
procesales para su procedencia, son: i)- Que el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos 
respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, no fuere posible resolver de mérito 
sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en 
dichos actos; ii). Que exista una relación jurídica entre la pluralidad de sujetos eventualmente 
legitimados dentro del litigio y, iii). Que el asunto objeto de la Litis, deba resolverse de manera 
uniforme para todos los litisconsortes. Al respecto, se tiene que la legitimación en la causa, ha sido 
definida por la doctrina y la jurisprudencia como la facultad que la ley sustancial o material otorga 
para que una persona pueda demandar o ser demandada y que ella deriva de la posición en la que 
se encuentre esa persona en relación con el derecho material o sustancial en litigio. 

Así, solicito vincular al proceso en caso de no estarlo a la Entidad Territorial, al cual perteneció la 
docente accionante, pues su vinculación fue municipal con cargo a los recursos propios, vinculado 
al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio bajo el decreto 196 de 1995, el cual en el 
artículo 5 dispuso que los docentes departamentales distritales y municipales financiados con 
recursos propios de las entidades territoriales que estén vinculados a la fecha de vigencia del 
presente Decreto, serán incorporados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
previo el procedimiento establecido en el capítulo IV de este Decreto y el cumplimiento de los 
requisitos formales establecidos para el efecto, quedando eximidos de los requisitos económicos 
fijados para afiliación, siempre y cuando se encuentren vinculados a una caja de previsión o entidad 
que haga sus veces.  

Y en cuanto al procedimiento de afiliación o incorporación al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio de docentes departamentales, distritales y municipales vinculados con 
recursos propios estaba en cabeza de la respectiva entidad territorial, pues era ella quien debía 
realizar la respectiva solicitud y enviar toda la documentación de los docentes para efectos de hacer 
el estudio actuarial y continuar con el proceso para configurar efectivamente la afiliación al FOMAG. 

 

I. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES RECLAMADAS A CARGO DEL FOMAG 

Bajo el entendido que la vinculación del demandante al servicio público de la educación fue a partir 

del 01 de enero de 1996, vinculación que se hizo por parte de la Secretaría de Educación del Depar-

tamento de Nariño con cargo a los recursos propios, y en cabeza de esta entidad territorial, por tal 

razón desde esa fecha le reconoció a la demandante un interés equivalente a la tasa comercial pro-

medio de captación del sistema financiero durante cada período (anual) certificada por la Superin-

tendencia Financiera de Colombia, sobre el ahorro o el acumulado de cesantías a 31 de diciembre 

de cada anualidad. 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

EXCEPCIÓN GENÉRICA 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

PRUEBAS 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

 

ANEXOS 

 

1. El poder principal. 
2. Anexos de poder, de acuerdo a lo requerido por el despacho de quien otorga. 

 
 

 
PETICIONES 

 
Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el 
trámite correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 
 
 
PRIMERO.- Negar las pretensiones de la demanda. 
 
SEGUNDO:- Vincular a la entidad Territorial, por las razones expuestas en la presente 
contestación. 
 
TERCERO.- Declarar probadas las excepciones propuestas. 
 
CUARTO.- En consecuencia dar por terminado el proceso.  
 
QUINTO.- Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 
 

 
NOTIFICACIONES 

 



 
 

 
                                                      
 
 
 

  

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 72 

No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co, 

t_jaristizabal@fiduprevisora.com.co. 

 

Del señor(a) Juez,  

 

Cordialmente, 
 

 

 

 

 

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 

C.C. 1.075.262.068 de Neiva 

T.P. 299.261 del C. S. de la J. 

 

 

 

Elaboró: Johanna Aristizabal 

Aprobado: Alejandra Zapata 

 

//El texto a continuación debe ir siempre y completo al final en toda comunicación externa. 
“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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